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La crisis en Nicaragua persiste hasta la fecha, la represión sistemática de las manifestaciones ha suprimido 

efectivamente las movilizaciones, debido a esto el monitor Civicus ha incluido a Nicaragua en la lista de países 

del Watchlist. Los defensores de los derechos humanos, los periodistas y los opositores políticos se enfrentan a 

la criminalización y el acoso de agentes de seguridad y grupos civiles pro-gubernamentales. A fines de 2020, la 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos informó que aún había más de 100 presos políticos en 

Nicaragua. 

Si bien cientos de presos políticos fueron liberados en 2019 y 2020, muchos de ellos aún están siendo 

sometidos a vigilancia, represalias y re-encarcelamiento. En los últimos meses ha habido un aumento en el uso 

de cargos penales comunes, como posesión de drogas y armas, para condenar a quienes se perciben como 

opositores al gobierno mientras niegan su condición de presos políticos.  

Las autoridades nicaragüenses han tratado de silenciar a la prensa independiente, incluso mediante la 

detención de periodistas y el estrangulamiento. Desde finales de 2020, los legisladores pro-gubernamentales 

han incrementado los ataques contra la sociedad civil, promulgando una serie de leyes diseñadas para reducir 

el espacio para las libertades de asociación, reunión y expresión. Este es el caso de la "Ley de Agentes 

Extranjeros, la Ley Especial de Delitos Cibernéticos y una reforma al Código Penal del país que permite la 

prisión preventiva sin cargos por hasta 90 días. 

El informe sobre libertad de asociación realizado por Fundación del Rio y Fundación Popolna, puso de 

manifiesto el proceso de deterioro sistemático del ambiente habilitante para las diversas formas de 

organizaciones sociales, con patrones de falta de acceso a la justicia y el debido proceso. Esta situación está 

conduciendo a un eventual cierre forzoso de varias las organizaciones civiles nicaragüense y la salida del país de 

organizaciones internacionales que no están dispuestas a someterse al marco legal de criminalización que se ha 

institucionalizado. 

https://monitor.civicus.org/ListaDeVigilancia/


Con las elecciones aun sin garantias y programadas para finales de este año, nos preocupa seriamente que la 
represión se intensifique, poniendo a los defensores de los derechos humanos y a la sociedad civil en general 
en mayor riesgo. 

Los estados miembros del Consejo de derechos humanos deben apoyar una resolución firme que exija un 

mayor monitoreo por parte del alto comisionado para promover los procesos de rendición de cuentas y evitar 

que la situación se deteriore aún más a medida que Nicaragua se dirige hacia las elecciones. 


